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Caso montero aranguren y otros  
(retén de catia).venezuela

Obligación de respetar los derechos, Deber de adoptar disposiciones  
de derecho interno, Derecho a la Vida, Integridad personal,  
Garantías judiciales, Protección judicial y Obligación de reparar

Hechos de la demanda: […] presunta ejecución extrajudicial de 37 re-
clusos del Retén de Catia, ubicado en la ciudad de Caracas, Venezuela, la 
madrugada del 27 de noviembre de 1992. Estos hechos habrían ocurrido 
después de un segundo intento de golpe militar en Venezuela, el cual ha-
bría originado una agitación al interior del citado retén. Presuntamente, 
los guardias del centro penitenciario y tropas del Comando Regional 5 de 
la Guardia Nacional y de la Policía Metropolitana intervinieron masiva-
mente, con uso desproporcionado de la fuerza y disparando indiscrimina-
damente a la población reclusa. Las versiones de los hechos de algunos 
sobrevivientes cuentan que los guardias del Retén abrieron las puertas de 
las celdas anunciando a los reclusos que quedaban en libertad, esperaron 
la salida de los internos y dispararon contra ellos. También se alegó que 
los reclusos vivían en condiciones de detención inhumanas.

La Comisión alegó que después de los hechos se inició una investi-
gación por el Ministerio Público y las autoridades judiciales, la cual se 
habría caracterizado por la obstaculización y la falta de colaboración por 
parte de las autoridades policiales, militares y carcelarias. A partir de 
agosto de 1994 no se practicaron acciones tendientes a recopilar mayor 
información ni se desarrolló ninguna actividad procesal en el caso. Du-
rante casi 8 años a los familiares de las presuntas víctimas se les negó el 
acceso al expediente. Actualmente la investigación reposa en la Fiscalía 
Sexagésima Octava del Área Metropolitana de Caracas en fase de inves-
tigación preliminar bajo el número de expediente 4582.
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Fecha de interposición de la denuncia ante la Comisión: 12 de no-
viembre de 1996

Fecha de interposición de la demanda ante la Corte: 24 de febrero de 
2005

Etapa de Fondo, Reparaciones y Costas

Corte IDH. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Ve-
nezuela. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia del 5 de julio de 2006, 
Serie C, No. 150

Composición de la Corte: Sergio García Ramírez, Presidente; Alirio 
Abreu Burelli, Vicepresidente; Antônio A. Cançado Trindade, Juez; Ce-
cilia Medina Quiroga, Jueza, y Manuel E. Ventura Robles, Juez, pre-
sentes, además, Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y Emilia Segares 
Rodríguez, Secretaria Adjunta.

Artículos en análisis: 4o. (Derecho a la Vida) y 5o. (Integridad Per-
sonal) de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 (Obli-
gación de respetar los derechos); 8o. (Garantías judiciales) y 25 (Pro-
tección judicial) de la Convención Americana en relación con el artículo 
1.1 (Obligación de respetar los derechos); 2o. (deber de adoptar dispo-
siciones de derecho interno), 63.1 (Obligación de reparar) de la Conven-
ción Americana.

Otros instrumentos y documentos citados 

Código de Conducta para Oficiales de Seguridad Pública adopta-——
do por la Asamblea General de las Naciones Unidas, resolución 
34/169, del 17 de diciembre de 1979: artículo 3o.
Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas ——
Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, Adoptado 
por la Asamblea General en su resolución 43/173, de 9 de diciem-
bre de 1988: Principio 24.
CPT/Inf (2001) 16, 11—— th General Report: para. 29.
Informe de Desarrollo Humano 2004, elaborado por el programa ——
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD).
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Informe del Comité contra la Tortura sobre Turquía, Naciones ——
Unidas, Cuadragésimo octavo Periodo de Sesiones, (A/48/44/
Add.1), 1994.
Manual de Naciones Unidas sobre la Prevención e Investigación ——
Eficaces de Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias y Sumarias. 
U.N. Doc. E/ST/CSDHA/.12 (1991).
Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de ——
Fuego por parte de Oficiales Encargados de Hacer Cumplir la Ley, 
adoptado por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas para la 
Prevención del Delito y el Tratamiento de los Delincuentes, La 
Habana, Cuba, 27 de agosto a 7 de septiembre de 1990: Principios 
9 y 11.
Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Adoptadas por ——
el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del 
Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 
1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus re-
soluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 
13 de mayo de 1977: artículos 31 y 32.1.

Asuntos en discusión: A) Fondo: Consideraciones previas (criterios 
para la determinación de víctimas, oportunidad para relacionar a las víc-
timas, inclusión de nuevas víctimas); Reconocimiento de responsabilidad 
internacional (principio del estoppel), i) Respecto a la excepción preliminar 
presentada por el Estado, ii) Reconocimiento del Estado en cuanto a los he-
chos, iii) Allanamiento del Estado en cuanto a las pretensiones de derecho, 
iv) Allanamiento del Estado en cuanto a las pretensiones sobre reparacio-
nes; Derecho a la vida (artículo 4o.) e Integridad personal (artículo 5o.) en 
relación con la Obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) (obliga-
ción negativa y positiva de proteger el derecho a la vida; uso de la fuerza: 
proporcionado, planeado, excepcional y subsidiario; uso de la fuerza letal); 
A) Del uso de fuerza por parte de miembros de cuerpos de seguridad: i) 
Principios generales sobre el derecho a la vida, ii) El derecho del individuo 
a no ser víctima del uso desproporcionado de la fuerza y el deber del Estado 
de usar ésta excepcional y racionalmente, iii) Creación de un marco norma-
tivo que regule el uso de la fuerza, iv) Capacitación y entrenamiento a los 
agentes estatales en el uso de la fuerza, v)  Control adecuado y verificación 
de la legalidad del uso de la fuerza; B) De las condiciones de detención en 
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el Retén de Catia: i) Hacinamiento, ii) Servicios sanitarios e higiene, iii) 
Atención médica; Garantías judiciales (artículo 8o.) y Protección judicial 
(artículo 25) en relación con la Obligación de respetar los derechos (artí-
culo 1.1); Deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2o.) 
(adecuación de la legislación interna a la Convención Americana). B) Re-
paraciones: Obligación de reparar (artículo 63.1 de la Convención) (consi-
deraciones generales, restitutio in integrum, concepto de reparaciones), A) 
Beneficiarios (parte lesionada), B) Daño material (concepto): a) Pérdida de 
ingresos, b) Daño emergente; C) Daño inmaterial (concepto, elementos); 
D) Otras formas de reparación; Medidas de satisfacción y garantías de no 
repetición; a) Obligación de investigar los hechos que generaron las viola-
ciones del presente caso e identificar, juzgar y sancionar a los responsables 
(impunidad, obligación del Estado de combatirla); b) Ubicación y entrega 
de los cuerpos de José León Ayala Gualdrón y Edgar José Peña Marín a sus 
familiares; c) Adoptar medidas de carácter legislativo, político, administra-
tivo y económico; d) Adecuación de las condiciones carcelarias a los están-
dares internacionales; e) Medidas educativas, f) Acto público de reconoci-
miento de responsabilidad (características); E) Costas y gastos; Modalidad 
de cumplimiento (moneda, indemnizaciones no son gravables, mora).

A) Fondo

Consideraciones previas (criterios para la determinación  
de víctimas, oportunidad para relacionar a las víctimas,  
inclusión de nuevas víctimas)

30. Este Tribunal utilizará los siguientes criterios para definir a quié-
nes considerará como presuntas víctimas y familiares de éstas en el pre-
sente caso: a) la oportunidad procesal en que fueron identificados; b) el 
allanamiento del Estado, y c) las características propias de este caso.

31. En tal sentido, la Corte considerará como presuntas víctimas a las 
37 personas que fueron identificadas por la Comisión en su demanda, así 
como a los familiares de las presuntas víctimas que fueron señalados por 
los representantes en su escrito de solicitudes y argumentos (infra párr. 
60.26). Todo ello ocurrido con anterioridad a la contestación de la de-
manda por parte del Estado y de su allanamiento.
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32. Por otro lado, la Corte nota que ni la Comisión Interamericana 
ni los representantes señalaron en sus escrito de demanda y de solicitu-
des y argumentos, respectivamente, al señor Jesús Rafael Navarro como 
presunta víctima. No es sino hasta el escrito de alegatos finales de los 
representantes, presentado con posterioridad al allanamiento del Estado, 
que se nombra a dicha persona y a sus familiares. Los representantes no 
justificaron tal inclusión. Consecuentemente, el Tribunal no considerará 
al señor Jesús Rafael Navarro y a sus familiares como presuntas víctimas 
en el presente caso.

33. En cuanto a los familiares de las presuntas víctimas que fueron 
individualizados por los representantes en su escrito de alegatos finales 
y en sus escritos de prueba para mejor resolver, la Corte considera que si 
bien los representantes señalaron que tenían “dificultades para ubicar a 
todas las familias de las [presuntas] víctimas”,1 esta explicación no es su-
ficiente. La inclusión de nuevas personas, en calidades de presuntas víc-
timas o familiares de éstas, luego de que el Estado haya contestado la de-
manda, debe estar plenamente justificada, en aras de la seguridad jurídica 
y el derecho de defensa del Estado, mas aún en el presente caso en que la 
inclusión de nuevas personas se dio en la última fase del procedimiento 
ante la Corte y luego del allanamiento del Estado. En consecuencia, no 
se analizarán en la presente Sentencia la situación de los siguientes fami-
liares [sigue listado de familiares].

35. Por otro lado, el Tribunal nota que los representantes no remitieron 
la totalidad de la prueba para mejor resolver requerida por éste (supra 
párr. 28). Por ello, no se cuenta con plena prueba de la filiación de los 
siguientes familiares [sigue listado de familiares].

36. Al respecto, el Tribunal toma en cuenta que tales personas fueron 
señaladas por los representantes en su escrito de solicitudes y argumen-
tos, con anterioridad a la contestación a la demanda y al allanamiento del 
Estado, es decir estuvieron cubiertas por tal allanamiento. Consecuente-
mente, esta Corte las considerará como familiares de presuntas víctimas 
(infra párr. 60.26.1, 60.26.9, 60.26.25, 60.26.36, 60.26.11, 60.26.13 y 
60.26.22).

1	 Escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de los representantes, página 4, nota al 
pié 5 (expediente de fondo y eventuales reparaciones y costas, Tomo I, folio 224).
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Reconocimiento de responsabilidad internacional (principio  
del estoppel)

39. El Tribunal, en el ejercicio de sus poderes inherentes de tutela ju-
dicial internacional de los derechos humanos, podrá determinar si un re-
conocimiento de responsabilidad internacional efectuado por un Estado 
demandado ofrece una base suficiente, en los términos de la Convención 
Americana, para continuar o no con el conocimiento del fondo y la deter-
minación de las eventuales reparaciones y costas. Para estos efectos, la 
Corte analizará la situación planteada en cada caso concreto.2

46. [...] el Tribunal observa que el Estado realizó varias manifestacio-
nes durante el trámite del caso ante la Comisión Interamericana, conside-
radas por ese órgano como reconocimientos de su responsabilidad inter-
nacional por los hechos y las violaciones a los derechos alegadas por los 
peticionarios. En la demanda la Comisión solicitó a la Corte “tomar nota 
del reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidad” 
efectuado por el Estado y que los alcances de dicho reconocimiento sean 
recogidos en la sentencia correspondiente. En sus alegatos finales escri-
tos la Comisión señaló que el allanamiento efectuado por el Estado ante 
la Corte constituye [una] ratificación y ampliación de los reconocimien-
tos de responsabilidad internacional efectuados por el Estado durante el 
trámite del caso ante la Comisión el 1 de octubre de 1999, el 3 de marzo 
de 2000 y el 27 de marzo de 2003”.

49. Conforme con su jurisprudencia esta Corte considera que un Esta-
do que ha adoptado una determinada posición, la cual produce efectos ju-
rídicos, no puede luego, en virtud del principio del estoppel, asumir otra 
conducta que sea contradictoria con la primera y que cambie el estado de 
las cosas en base al cual se guió la otra parte.3 El desconocimiento reali-
zado por el Estado del acuerdo suscrito entre éste y los peticionarios el 3 
de marzo de 2000 y del reconocimiento de responsabilidad internacional 

2		 Cfr. Caso Baldeón García, Sentencia del 6 de abril de 2006, Serie C, No. 147, 
párr. 38; Caso Acevedo Jaramillo y otros, Sentencia del 7 de febrero de 2006, Serie C, 
No. 144, párr. 173, y Caso Blanco Romero y otros, Sentencia del 28 de noviembre de 
2005, Serie C, No. 138, párr. 55.

3		 Cfr. Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 2, párr. 176; Caso de la Comuni-
dad Moiwana, Sentencia del 15 de junio de 2005, Serie C, No. 124, párr. 58; Caso Huilca 
Tecse, Sentencia del 3 de marzo de 2005, Serie C, No. 121, párr. 56.
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por las violaciones alegadas durante el trámite ante la Comisión conteni-
do en dicho acuerdo y en otras manifestaciones del Estado no procedía en 
virtud del referido principio del estoppel, por lo que el reconocimiento de 
responsabilidad mantenía plenos efectos jurídicos.

i) Respecto a la excepción preliminar presentada por el Estado

50. Al haber efectuado un reconocimiento de responsabilidad en el 
presente caso, el Estado ha aceptado la plena competencia de la Corte 
para conocer del mismo,4 y ha renunciado tácitamente a su excepción 
preliminar (supra párr. 16).

ii) Reconocimiento del Estado en cuanto a los hechos

51. El Tribunal considera que ha cesado la controversia sobre los he-
chos alegados en la demanda, los cuales se tienen por establecidos según 
el párrafo 60 de esta Sentencia.

iii ) Allanamiento del Estado en cuanto a las pretensiones  
de derecho.

52. La Corte considera pertinente admitir el reconocimiento de res-
ponsabilidad internacional efectuado por el Estado por la violación de los 
derechos consagrados en los artículos 4.1 (Derecho a la Vida), y 5.1, 5.2 
y 5.4 (Derecho a la Integridad Personal) de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las 37 personas 
señaladas en el párrafo 60.26 de la presente Sentencia, por el uso despro-
porcionado de la fuerza del que fueron víctimas, por las condiciones de 
detención a las que fueron sometidas durante el tiempo de reclusión en 
el Retén de Catia, y por la falta de clasificación entre procesados y con-
denados.

53. Asimismo, este Tribunal admite el reconocimiento de responsabi-
lidad realizado por el Estado por la violación de los derechos consagra-

4	 Cfr. Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 2, párr. 126, y Caso Masacre de 
Mapiripán. Excepciones preliminares y reconocimiento de responsabilidad, Sentencia del 
7 de marzo 2005, Serie C, No. 122, párr. 3.



Caso montero aranguren y otros (retén de catia). venezuela456

dos en los artículos 5.1 (Derecho a la Integridad Personal), 8.1 (Garan-
tías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares 
de las víctimas, quienes se encuentran individualizados en el párrafo 
60.26 de la presente Sentencia, por los sufrimientos que padecieron, por 
la falta de debida diligencia en el proceso de investigación de los hechos 
y por los obstáculos que tuvieron para acceder a los expedientes judi-
ciales internos.

54. Finalmente, la Corte admite el reconocimiento de responsabilidad 
realizado por el Estado por el incumplimiento de la obligación impues-
ta por el artículo 2o. de la Convención Americana, por no suprimir de 
su legislación las disposiciones que atribuyen a los tribunales militares 
competencia para investigar violaciones a derechos humanos cometidas 
por la Guardia Nacional, y por no haber desarrollado políticas tendientes 
a reformar el sistema penitenciario para profesionalizarlo, con el fin de 
garantizar la seguridad en dichos establecimientos.

55. En cuanto a la alegada violación del derecho a la verdad, la Corte 
estima que éste no es un derecho autónomo consagrado en los artículos 
8o., 13, 25 y 1.1 de la Convención, como fuera señalado por los represen-
tantes, y por lo tanto no homologa el reconocimiento de responsabilidad 
del Estado en este punto. El derecho a la verdad se encuentra subsumi-
do en el derecho de la víctima o sus familiares a obtener de los órganos 
competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las 
responsabilidades correspondientes, a través de la investigación y el juz-
gamiento efectivo de los responsables.5

iv) Allanamiento del Estado en cuanto a las pretensiones  
sobre reparaciones

56. La Corte considera que debe admitirse el allanamiento del Estado 
en cuanto a las pretensiones sobre reparaciones presentadas por la Comi-
sión Interamericana y los representantes, las cuales se encuentran deta-
lladas en el Capítulo XI de la presente Sentencia.

5		 Cfr. Caso Masacre de Pueblo Bello, Sentencia del 31 de enero de 2006, Serie C, No. 
140, párr. 219; Caso Blanco Romero y otros, supra nota 2, párr. 62, y Caso de las Herma-
nas Serrano Cruz, Sentencia del 1o. de marzo de 2005, Serie C, No. 120, párr. 62. 
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57. La Corte considera que el reconocimiento de responsabilidad in-
ternacional efectuado por el Estado durante el procedimiento ante este 
Tribunal constituye un avance importante al desarrollo de este proceso y 
a la vigencia de los principios que inspiran la Convención Americana.

58. El reconocimiento de los hechos y allanamiento que efectuó Ve-
nezuela en relación con las pretensiones sobre el fondo y las reparacio-
nes de la Comisión Interamericana y de los representantes constituye sin 
duda uno de los más amplios de los que se tenga noticia en el Tribunal 
Interamericano. Si bien no subsisten contiendas sobre dichos hechos y 
las respectivas pretensiones y pruebas aportadas por las partes deman-
dantes, la Corte considera acertado, como lo ha hecho en otros casos6, en 
atención a la memoria histórica y como una forma de reparación, abrir la 
siguiente sección, en la cual se resumen las declaraciones de los testigos 
y peritos rendidas en este caso (infra  párr. 59). Posteriormente, la Cor-
te procederá a establecer los hechos del presente caso (infra párr. 60) y 
a precisar ciertas violaciones a los artículos 4o., 5o., 8o., 25, 1.1 y 2 de 
la Convención que han sido reconocidas por el Estado (infra Capítulos 
VIII, IX y X), para lo cual no resumirá las alegaciones de las partes, en la 
inteligencia de que las mismas fueron aceptadas por el Estado.

Derecho a la vida (artículo 4o.) e Integridad personal (artículo 4o.) 
en relación con la Obligación de respetar los derechos (artículo 
1.1) (obligación negativa y positiva de proteger el derecho  
a la vida; uso de la fuerza: proporcionado, planeado, excepcional 
y subsidiario; uso de la fuerza letal)

61. Como fuera mencionado anteriormente (supra párr. 57), la Corte 
considera que el allanamiento del Estado por la violación de los artículos 
4o. y 5o. de la Convención, en perjuicio de las víctimas individualizadas 
en el párrafo 60.26 de esta Sentencia, constituye una contribución positi-
va al desarrollo de este proceso y a los principios que inspira la Conven-
ción Americana.

6		 Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán, Sentencia del 15 de septiembre de 2005, 
Serie C, No. 134, párr. 69, y Caso Masacre Plan de Sánchez. Reparaciones (art. 63.1 
Convención Americana sobre Derechos Humanos), Sentencia del 19 de noviembre de 
2004, Serie C, No. 116.
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62. Sin perjuicio de lo anterior, y debido a las graves circunstancias 
en que acontecieron los hechos, el Tribunal considera pertinente analizar 
ciertos aspectos relativos a la violación de los artículos 4o. y 5o. de la 
Convención. En tal sentido, la Corte analizará: a) el uso de la fuerza por 
parte de miembros de cuerpos de seguridad, y b) las condiciones carcela-
rias del Retén de Catia. Para ello, el Tribunal no considera oportuno resu-
mir los alegatos de la Comisión y los representantes, puesto que el Estado 
se allanó totalmente a las violaciones que tales alegatos sustentaban.

A) Del uso de fuerza por parte de miembros de cuerpos de seguridad

i) Principios generales sobre el derecho a la vida

63. El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce 
pleno es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos 
humanos.7 De no ser respetado, todos los derechos carecen de sentido. 
En razón de dicho carácter, no son admisibles enfoques restrictivos del 
mismo.8 De conformidad con el artículo 27.2 de la Convención este de-
recho forma parte del núcleo inderogable, pues se encuentra consagrado 
como uno de los derechos que no puede ser suspendido en casos de gue-
rra, peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad de 
los Estados Partes.9

64. En virtud de este papel fundamental que se le asigna en la Conven-
ción, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las con-
diciones necesarias para que no se produzcan violaciones de ese derecho 
inalienable, así como el deber de impedir que sus agentes, o particulares, 

7		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 82; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, Sentencia del 29 de marzo de 2006, Serie C, No. 146, párr. 150, y Caso 
de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 5, párr. 120.

8		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 82; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 150, y Caso de los Niños de la Calle (Villagrán Mora-
les y otros), Sentencia dll 19 de noviembre de 1999, Serie C, No. 63, párr. 144. 

9		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 82; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 150,  y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra 
nota 5, párr. 119.
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atenten contra el mismo.10 El objeto y propósito de la Convención, como 
instrumento para la protección del ser humano, requiere que el derecho a 
la vida sea interpretado y aplicado de manera que sus salvaguardas sean 
prácticas y efectivas (effet utile).11

65. La Corte ha señalado en su jurisprudencia que el cumplimiento 
de las obligaciones impuestas por el artículo 4o. de la Convención Ame-
ricana, relacionado con el artículo 1.1 de la misma, no sólo presupone 
que ninguna persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación 
negativa), sino que además requiere, a la luz de su obligación de garan-
tizar el pleno y libre ejercicio de los derechos humanos, que los Estados 
adopten todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el de-
recho a la vida (obligación positiva) de quienes se encuentren bajo su 
jurisdicción.12

66. En razón de lo anterior, los Estados deben adoptar las medidas ne-
cesarias para crear un marco normativo adecuado que disuada cualquier 
amenaza al derecho a la vida; establecer un sistema de justicia efectivo 
capaz de investigar, castigar y dar reparación por la privación de la vida 
por parte de agentes estatales o particulares;13 y salvaguardar el derecho a 
que no se impida el acceso a las condiciones que garanticen una existen-
cia digna.14 De manera especial los Estados deben vigilar que sus cuerpos 
de seguridad, a quienes les está atribuido el uso de la fuerza legítima, res-
peten el derecho a la vida de quienes se encuentren bajo su jurisdicción.

10	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 83; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 151, y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 
5, párrs. 120.

11	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 83; Caso Hilaire. Excepciones Pre-
liminares, Sentencia del 1 de septiembre de 2001, Serie C, No. 80, párr. 83, y Caso del 
Tribunal Constitucional. Competencia, Sentencia del 24 de septiembre de 1999, Serie C, 
No. 55, párr. 36. 

12		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 84; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 120, y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 
5, párr. 120.

13		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 85; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 153, y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 
5, párr. 120. 

14		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 85; Caso de la Comunidad indígena 
Yakye Axa, Sentencia del 17 de junio de 2005, Serie C, No. 125, párr. 161, y Caso Insti-
tuto de Reeducación del Menor, Sentencia del 2 de septiembre de 2004, Serie C, No. 112, 
párrs. 152 y 153.
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ii) El derecho del individuo a no ser víctima del uso  
desproporcionado de la fuerza y el deber del Estado de usar 
ésta excepcional y racionalmente

67. El uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estatales 
debe estar definido por la excepcionalidad, y debe ser planeado y limi-
tado proporcionalmente por las autoridades. En este sentido, el Tribunal 
ha estimado que sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos 
de coerción cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás 
medios de control.15

68. En un mayor grado de excepcionalidad se ubica el uso de la fuer-
za letal y las armas de fuego por parte de agentes de seguridad estatales 
contra las personas, el cual debe estar prohibido como regla general. Su 
uso excepcional deberá estar formulado por ley, y ser interpretado res-
trictivamente de manera que sea minimizado en toda circunstancia, no 
siendo más que el “absolutamente necesario” en relación con la fuerza o 
amenaza que se pretende repeler.16 Cuando se usa fuerza excesiva toda 
privación de la vida resultante es arbitraria.

69. Según los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de 
Armas de Fuego por parte de Oficiales Encargados de Hacer Cumplir 
la Ley,17 las armas de fuego podrán usarse excepcionalmente en caso 
de “defensa propia o de otras personas, en caso de peligro inminente de 
muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la comisión de un 
delito particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida, 

15	 Cfr. Caso del Centro Penitenciario Regional Capital Yare I y II. Medidas Provisio-
nales. Resolución de la Corte del 30 de marzo de 2006, considerando décimo quinto, e 
Internado Judicial de Monagas (La Pica). Medidas Provisionales. Resolución de la Corte 
del 9 de febrero de 2006, considerando décimo séptimo.

16	 Cfr. ECHR, Case of Erdogan and Others v. Turkey, Judgment of 25 April 2006, 
Application No. 19807/92, para. 67; ECHR, Case of Kakoulli v. Turkey, Judgment of 22 
November 2005, Application No. 38595/97, para. 107-108; ECHR, Case of McCann and 
Others v. the United Kingdom, Judgment of 27 September 1995, Series A, No. 324, pa-
ras. 148-150 and 194; Código de Conducta para Oficiales de Seguridad Pública adoptado 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas, resolución 34/169, del 17 de diciembre 
de 1979, artículo 3o.

17	 Cfr. Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por parte 
de Oficiales Encargados de Hacer Cumplir la Ley, adoptado por el Octavo Congreso de 
las Naciones Unidas para la Prevención del Delito y el Tratamiento de los Delincuentes, 
La Habana, Cuba, 27 de agosto a 7 de septiembre de 1990, Principio 9.
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o con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y 
oponga resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso 
de que resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos 
objetivos. En cualquier caso, sólo se podrá hacer uso intencional de ar-
mas letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una vida”.

70. Como lo ha señalado en ocasiones anteriores, esta Corte recono-
ce la existencia de la facultad, e incluso, la obligación del Estado de 
garantizar la seguridad y mantener el orden público, en especial dentro 
de las cárceles.18 Centros penitenciarios como el Retén de Catia, donde 
el tráfico de armas y drogas, la formación de bandas y la subcultura de 
violencia se intensifican bajo la mirada pasiva del Estado requieren del 
constante resguardo de la seguridad y vida de los internos y funcionarios 
que allí trabajan. Sin embargo, el Estado no puede desbordar el uso de 
la fuerza con consecuencias letales para los internos en centros peniten-
ciarios justificándose en la sola existencia de la situación antes descrita. 
Lo contrario sería absolver al Estado de su deber de adoptar acciones de 
prevención y de su responsabilidad en la creación de esas condiciones.

71. Es claro que las medidas a adoptarse por el Estado deben priori-
zar un sistema de acciones de prevención, dirigido, inter alia, a evitar el 
tráfico de armas y el aumento de la violencia, a un sistema de acciones 
de represión.

72. En el presente caso, según las versiones de algunos ex internos, la 
madrugada del 27 de noviembre de 1992 “los guardias [...] abrieron las 
puertas de las celdas anunciando a los reclusos que quedaban en libertad, 
esperaron la salida de los internos y empezaron a disparar contra ellos”. 
Otras versiones de lo ocurrido indican que se generó un intento masivo 
de fuga que fue reprimido por las autoridades con exceso en el uso de 
la fuerza. En estos hechos habrían intervenido la guardia penitenciaria, la 
Policía Metropolitana y posteriormente la Guardia Nacional. A pesar 
de las distintas versiones de lo ocurrido, lo que queda claro de las 
actas de autopsia allegadas al Tribunal y del allanamiento del Estado, es 
que las muertes de las víctimas del presente caso fueron producidas por 

18	 Cfr. Caso del Centro Penitenciario Regional Capital Yare I y II, supra nota 128, 
considerando décimo quinto; Internado Judicial de Monagas (La Pica), supra nota 128, 
considerando décimo séptimo, y Caso Neira Alegría y otros, Sentencia del 19 de enero 
de 1995, Serie C, No. 20, párr. 75. 
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heridas con armas de fuego, y en muchas de ellas, la trayectoria de los 
proyectiles indican que fueron ejecutadas extrajudicialmente.

73. Si lo que ocurrió los días 27 y 28 de noviembre de 1992 dentro del 
Retén de Catia fue un acto concebido y planeado por autoridades estata-
les para quitarle arbitrariamente la vida a decenas de internos, o fue pro-
ducto de la reacción estatal desproporcionada al intento de fuga masiva y 
quebrantamiento del orden dentro del penal, es una cuestión que las auto-
ridades de Venezuela tienen aún el deber de resolver. Para esta Corte los 
hechos establecidos evidencian un uso de extrema violencia por parte de 
los cuerpos de seguridad con consecuencias letales para la vida de los 37 
internos en el Retén de Catia individualizados en esta sentencia, a todas 
luces violatorio del artículo 4o. de la Convención Americana.

74. En este sentido, el Estado reconoció que la actuación de las cuer-
pos de seguridad que intervinieron en estos hechos no fue proporcional a 
la amenaza o peligro presentada, ni estrictamente necesaria para preser-
var el orden en el Retén de Catia.

iii) Creación de un marco normativo que regule el uso de la fuerza

75. Tal como se señaló en el párrafo 66 de la presente Sentencia, los 
Estados deben crear un marco normativo adecuado que disuada cual-
quier amenaza del derecho a la vida. De allí que la legislación interna 
debe establecer pautas lo suficientemente claras para la utilización de 
fuerza letal y armas de fuego por parte de los agentes estatales. Siguien-
do los “Principios sobre el empleo de la fuerza y de las armas de fuego 
por los funcionarios encargados de hacer cumplir la Ley”, las normas y 
reglamentaciones sobre el empleo de armas de fuego por los funciona-
rios encargados de hacer cumplir la ley deben contener directrices que: 
a) especifiquen las circunstancias en que tales funcionarios estarían auto-
rizados a portar armas de fuego y prescriban los tipos de armas de fuego 
o municiones autorizados; b) aseguren que las armas de fuego se utilicen 
solamente en circunstancias apropiadas y de manera tal que disminuya el 
riesgo de daños innecesarios; c) prohíban el empleo de armas de fuego y 
municiones que puedan provocar lesiones no deseadas o signifiquen un 
riesgo injustificado; d) reglamenten el control, almacenamiento y distri-
bución de armas de fuego, así como los procedimientos para asegurar 
que los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley respondan de las 
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armas de fuego o municiones que se les hayan entregado; e) señalen los 
avisos de advertencia que deberán darse, siempre que proceda, cuando se 
vaya a hacer uso de un arma de fuego, y f) establezcan un sistema de pre-
sentación de informes siempre que los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley recurran al empleo de armas de fuego en el desempeño de 
sus funciones.

76. La legislación venezolana sobre el uso de la fuerza por autoridades 
estatales vigente al momento de los hechos carecía de las especificacio-
nes mínimas que debía contener19. Las características de los hechos de 
este caso revelan que los cuerpos armados y los organismos de seguridad 
del Estado no estaban preparados para encarar situaciones de perturba-
ción del orden público mediante la aplicación de medios y métodos res-
petuosos de los derechos humanos.

iv) Capacitación y entrenamiento a los agentes estatales  
en el uso de la fuerza

77. Una adecuada legislación no cumpliría su cometido si, entre otras 
cosas, los Estados no forman y capacitan a los miembros de sus cuerpos 
armados y organismos de seguridad sobre los principios y normas de 
protección de los derechos humanos y sobre los límites a los que debe 
estar sometido, aun bajo los estados de excepción, el uso de las armas por 
parte de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley.20 En efecto, 
la Corte Europea de Derechos Humanos ha señalado que la cuestión de si 
debería recurrirse al uso de armas de fuego y en qué circunstancias, debe 
decidirse sobre la base de disposiciones legales claras y entrenamiento 
adecuado.21

78. En el mismo sentido, esta Corte estima que es imprescindible que 
los agentes del Estado conozcan las disposiciones legales que permiten 
el uso de las armas de fuego y que tengan el entrenamiento adecuado 

19	 	Cfr. Principios Básicos s obre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los 
Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, supra nota 17, Principio 11.

20		 Cfr. Caso del Caracazo, Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre De-
rechos Humanos), Sentencia del 29 de agosto de 2002, Serie C, No. 95, párr. 127.

21		 Cfr. ECHR, Case of Erdogan and Others v. Turkey, supra nota 129, para. 68; 
ECHR, Case of Kakoulli v. Turkey, supra nota 129, para. 109-110; ECHR, Case of Kilic 
v. Turkey, Judgment of 28 March 2000, Application No. 22492/93, para. 62. 
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para que en el evento en que deban decidir acerca de su uso posean los 
elementos de juicio para hacerlo. Además, los Estados deben limitar al 
máximo el uso de las fuerzas armadas para el control de disturbios inter-
nos, puesto que el entrenamiento que reciben está dirigido a derrotar al 
enemigo, y no a la protección y control de civiles, entrenamiento que es 
propio de los entes policiales.

v) Control adecuado y verificación de la legalidad  
del uso de la fuerza

79. Del mismo modo, la prohibición general a los agentes del Estado 
de privar de la vida arbitrariamente sería inefectiva, en la práctica, si no 
existieran procedimientos para verificar la legalidad del uso de la fuerza 
letal ejercida por agentes estatales. Una vez que se tenga conocimiento 
de que sus agentes de seguridad han hecho uso de armas de fuego con 
consecuencias letales, el Estado debe iniciar ex officio y sin dilación, una 
investigación seria, imparcial y efectiva.22

80. En todo caso de uso de fuerza que haya producido la muerte o 
lesiones a una o más personas corresponde al Estado la obligación de 
proveer una explicación satisfactoria y convincente de lo sucedido y 
desvirtuar las alegaciones sobre su responsabilidad, mediante elementos 
probatorios adecuados.

81. Asimismo, en este tipo de casos tiene una particular relevancia que 
las autoridades competentes adopten las medidas razonables para asegu-
rar el material probatorio necesario para llevar a cabo la investigación23 
y que gocen de independencia, de jure y de facto, de los funcionarios in-

22		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 92; Caso de la Masacre de Pueblo 
Bello, supra nota 5, párr. 143 y Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 7, párr. 219. 
En el mismo sentido, cfr. ECHR, Case of Erdogan and Others v. Turkey, supra nota 129, 
paras. 88-89; ECHR, Case of Kakoulli v. Turkey, supra nota 129, paras. 122-123; ECHR, 
Case of Nachova and others v. Bulgaria [GC], Judgment of 6 July 2005. Application 
Nos. 43577/98 and 43579/98, paras. 111-112.

23		 Cfr. ECHR, Case of Erdogan and Others v. Turkey, supra nota 129, paras. 89; 
ECHR, Case of Kakoulli v. Turkey, supra nota 129, paras. 123; ECHR, Case of Hugh 
Jordan v. the United Kingdom, Judgment of 4 May 2001, Application No. 24746/94, 
para. 107-108.
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volucrados en los hechos.24 Lo anterior requiere no sólo independencia 
jerárquica o institucional, sino también independencia real.

83. En definitiva, cualquier carencia o defecto en la investigación que 
perjudique la eficacia para establecer la causa de la muerte o identificar 
a los responsables materiales o intelectuales, implicará que no se cumpla 
con la obligación de proteger el derecho a la vida.25

84. El Tribunal observa que en el caso sub judice se registraron omi-
siones importantes dentro de la investigación iniciada por las autoridades 
estatales, ocasionadas por la falta colaboración de la fuerza pública y las 
autoridades carcelarias en la recopilación y custodia de pruebas esencia-
les (supra párrs. 60.30 a 60.36). Estas omisiones son de tal envergadura 
que Venezuela ha señalado, de manera preocupante ante este Tribunal, 
que es “materialmente imposible” la prosecución de la investigación ini-
ciada en el presente caso, lo cual es contrario a las obligaciones consa-
gradas en la Convención.

B) De las condiciones de detención en el Retén de Catia

85. El artículo 5o. de la Convención consagra uno de los valores más 
fundamentales en una sociedad democrática: el derecho a la integridad per-
sonal, según el cual “[t]oda persona tiene derecho a que se respete su in-
tegridad física, psíquica y moral”, y quedan expresamente prohibidos la 
tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En lo que se 
refiere a personas privadas de la libertad el propio artículo 5.2 de la Con-
vención establece que serán tratadas con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano. De conformidad con el artículo 27.2 de la Con-
vención este derecho forma parte del núcleo inderogable, pues se encuen-
tra consagrado como uno de los que no puede ser suspendido en casos de 
guerra, peligro público u otras amenazas a la independencia o seguridad 

24		 Cfr. Caso Durand y Ugarte, Sentencia del 16 de agosto de 2000, Serie C, No. 68, 
párrs. 125 y 126; y ECHR, Case of Nachova and others v. Bulgaria [GC], supra nota 135, 
para. 112; ECHR, Case of Isayeva v. Russia, Judgment of 24 February 2005, Application 
No. 57950/00, para. 211; ECHR, Case of Kelly and Others v. The United Kingdom, Judg-
ment of 4 May 2001, Application No. 30054/96, para. 95.

25		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 97; Caso de la Masacre de Pueblo 
Bello, supra nota 5, párr. 144,y Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 7, párr. 219.
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de los Estados Partes.26 En tal sentido, los Estados no pueden alegar difi-
cultades económicas para justificar condiciones de detención que sean tan 
pobres que no respeten la dignidad inherente del ser humano.27

86. La privación de libertad trae a menudo, como consecuencia inelu-
dible, la afectación del goce de otros derechos humanos además del dere-
cho a la libertad personal. Esta restricción de derechos, consecuencia de 
la privación de libertad o efecto colateral de la misma, sin embargo, debe 
limitarse de manera rigurosa.28 Asimismo, el Estado debe asegurar que 
la manera y el método de ejecución de la medida no someta al detenido 
a angustias o dificultades que excedan el nivel inevitable de sufrimiento 
intrínseco a la detención, y que, dadas las exigencias prácticas del encar-
celamiento, su salud y bienestar estén adecuadamente asegurados.

87. Por otro lado, el Estado se encuentra en una posición especial de 
garante frente a las personas privadas de libertad, toda vez que las auto-
ridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio sobre las per-
sonas que se encuentran sujetas a su custodia. De este modo, se produce 
una relación e interacción especial de sujeción entre la persona privada 
de libertad y el Estado, caracterizada por la particular intensidad con que 
el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por las circunstan-
cias propias del encierro, en donde al recluso se le impide satisfacer por 
cuenta propia una serie de necesidades básicas que son esenciales para el 
desarrollo de una vida digna.29

88. La Corte considera oportuno referirse a algunos de los hechos re-
conocidos por el Estado como violatorios al derecho a la integridad per-
sonal de las víctimas del presente caso durante su detención en el Retén 
de Catia. Estos hechos se refieren al hacinamiento, los servicios sanita-
rios y la higiene, y la atención médica de los internos.

26	  	Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 5, párr. 119.
27	 Cfr. ECHR, Case of I.I v Bulgaria, Judgment of 9 June 2005, Application 

No. 44082/98, para. 77; ECHR; Case of Poltoratskiy v. Ukraine, Judgment of 29 April 
2003, Application No. 38812/97, para. 148.

28	 Cfr. Caso López Álvarez, Sentencia del 1 de febrero de 2006, Serie C, No. 141, párr. 
105; Caso Instituto de Reeducación del Menor, supra nota 14, párr. 154, y Caso Cinco 
Pensionistas, Sentencia del 28 de febrero de 2003, Serie C, No. 98, párr. 116

29	 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas, Sentencia del 25 de noviembre de 2005, Se-
rie C, No. 137, párr. 221; Caso Raxcacó Reyes, Sentencia del 15 de septiembre de 2005, 
Serie C, No. 133, párr. 95, y Caso Fermín Ramírez, Sentencia del 20 de junio de 2005, 
Serie C, No. 126, párr. 118.
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i) Hacinamiento

89. De acuerdo a los hechos establecidos (supra párr. 60.7 a 60.15), 
las personas recluidas en el Retén de Catia vivían en condiciones de ex-
tremo hacinamiento y sobrepoblación. El número exacto de internos al 
momento de la ocurrencia de los hechos del presente caso no se conoce 
con exactitud, debido, inter alia, a la carencia de un registro adecua-
do en el que se consignen los datos básicos de éstos. Sin embargo, las 
estimaciones señalan que el Retén de Catia contaba con una población 
carcelaria entre 2286 y 3618 internos, cuando su capacidad máxima era 
900 reclusos. Es decir, tenía una sobrepoblación carcelaria entre 254 y 
402 por ciento. El espacio para cada interno era aproximadamente de 30 
centímetros cuadrados. Ciertas celdas destinadas a albergar a los reclusos 
en la noche, a pesar de estar diseñadas para albergar dos personas, alber-
gaban al menos seis.

90. La Corte toma nota de que según el Comité Europeo para la Pre-
vención de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes 
(en adelante “el CPT”), una prisión sobrepoblada se caracteriza por un 
alojamiento antihigiénico y restringido, con falta de privacidad aun para 
realizar actividades básicas tales como el uso de las facilidades sanitarias; 
reducidas actividades fuera de la celda debido al número de internos que 
sobrepasan los servicios disponibles; servicios de salud sobrecargados; 
aumento de la tensión en el ambiente y por consiguiente más violencia 
entre los prisioneros y el personal penitenciario. Este listado es meramen-
te enunciativo. Asimismo, el CPT estableció que 7 m2 por cada prisionero 
es un guía aproximada y deseable para una celda de detención.30 Por otro 
lado, la Corte Europea de Derechos Humanos consideró que un espacio 
de cerca de 2 m2 para un interno es un nivel de hacinamiento que en sí 
mismo era cuestionable a la luz del artículo 3o. del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos31 y no podía considerarse como un estándar acepta-
ble,32 y que una celda de 7 m2 para dos internos era un aspecto relevante 

30		 Cfr. CPT/Inf (92) 3 [EN], 2nd General Report, 13 April 1992, para. 43.
31		 Cfr. ECHR, Case of Kalashnikov v. Russia, Judgment of 15 July 2002, Application 

No. 47095/99, para. 97.
32		 Cfr. ECHR, Case of Ostrovar v. Moldova, Judgment of 13 September 2005, Ap-

plication No. 35207/03, para. 82.
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para determinar una violación de mismo artículo.33 En el mismo sentido, 
la Corte Europea consideró que en una celda de 16.65 m2 en donde habi-
taban 10 reclusos constituía una extrema falta de espacio.34

91.En el presente caso, el espacio de aproximadamente 30 centímetros 
cuadrados por cada recluso es a todas luces inaceptable y constituye en 
sí mismo un trato cruel, inhumano y degradante, contrario a la dignidad 
inherente del ser humano y, por ende, violatorio del artículo 5.2 de la 
Convención Americana.

92. De igual forma, dormitorios de gran capacidad como los que exis-
tían en el Retén de Catia inevitablemente implicaban una falta de priva-
cidad para los presos en su vida diaria. Además, el riesgo de intimidación 
y violencia era alto. Tales condiciones de alojamiento son propensas a 
fomentar el desarrollo de subculturas delictivas y a facilitar el mante-
nimiento de la cohesión de organizaciones criminales. También pueden 
volver extremadamente difícil, si no imposible, el apropiado control por 
parte del personal penitenciario; más específicamente, en caso de distur-
bio, las intervenciones externas que impliquen un uso considerable de 
fuerza son difíciles de evitar. Con tales alojamientos, la apropiada distri-
bución individual de presos, basada en una evaluación caso por caso de 
riesgos y necesidades, también llega a ser una práctica casi imposible.35

93. La Corte estima que las celdas de castigo o de aislamiento a las 
que eran enviados algunos internos en el Retén de Catia eran deplorables 
y reducidas.

94. La Corte considera que las celdas de aislamiento o castigo sólo 
deben usarse como medidas disciplinarias o para la protección de las per-
sonas36 por el tiempo estrictamente necesario y en estricta aplicación de 
los criterios de racionalidad, necesidad y legalidad. Estos lugares deben 
cumplir con las características mínimas de habitabilidad, espacio y ven-
tilación, y solo pueden ser aplicadas cuando un médico certifique que el 

33	 Cfr. ECHR, Case of Peers v. Greece, Judgment of 19 April 2001, Application 
No. 28524/95, para. 70-72.

34	 Cfr. ECHR, Case of Karalevicius v Lithuania, Judgment of 7 April 2005, Applica-
tion No. 53254/99, para. 36

35	 Cfr. CPT/Inf (2001) 16, 11th General Report, para. 29. 
36	 Cfr. ECHR, Case of Mathew v. The Netherlands, Judgment of 29 September 2005, 

Application No. 24919/03, para. 199.
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interno puede soportarlas.37 La Corte recalca que es prohibido el encierro 
en celda oscura38 y la incomunicación.39 A tal efecto, el Comité contra la 
Tortura de Naciones Unidas señaló que celdas de aislamiento de 60 x 80 
centímetros, en las que no hay luz ni ventilación y sólo se puede estar en 
ellas de pié o agachado “constituyen en sí mismas una forma de instru-
mento de tortura”.40

ii) Servicios sanitarios e higiene

95. Es un hecho aceptado por el Estado que el Retén de Catia no cum-
plía con los requisitos mínimos necesarios para mantener la salubridad de 
sus internos. Al respecto, es muy reveladora la declaración de la Asesora 
de la Comisión de Política Interior de Diputados:41

[Encontramos] unas barracas horrendas que estaban en la parte de abajo. 
Había hombres que vivían allí entre agua putrefacta que caía de los otros 
pisos. Los desperdicios entre el agua podrida cubrían la mitad de la pierna. 
Había un cuarto que estaba soldado y tenía en la esquina inferior derecha 
un boquete. Por ahí les echaban comida, si eso se podía llamar así. La aga-
rraban mezclada con la inmundicia. Tocamos la puerta y escuchamos una 
voces. Ellos mismos no sabían cuántos eran. Comenzamos a desmontar la 
puerta cuando le quitaron la soldadura todavía la puerta no se podía abrir 
porque la capa de excrementos era más fuerte que la propia soldadura. Sa-
lieron unos monstruos de allí. Presos de máxima seguridad, olvidados.

37	 Cfr. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos. Adoptadas por el Primer 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delin-
cuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social 
en sus resoluciones 663C (XXIV) del 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) del 13 de mayo 
de 1977, artículo 32.1.

38	 Cfr. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, supra nota 37, artículo 31.
39	 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas, supra nota 29, párr. 221; Caso Raxcacó 

Reyes, supra nota 29, párr. 95, y Caso Fermín Ramírez, supra nota 29, párr. 118. 
40	 Cfr. Informe del Comité contra la Tortura sobre Turquía, Naciones Unidas, Cuadra-

gésimo octavo Periodo de Sesiones, (A/48/44/Add.1), 1994, párr. 52. 
41	 Declaraciones de Tahís Peñalver, Asesora de la Comisión de Política Interior de Di-

putados e integrante del proyecto Caballo de Troya realizado por la firma Topten C.A., a 
solicitud del Ministerio de Justicia, al Diario El Nacional, “Las mafias carcelarias chocan 
desde despacho de Min-Justicia”, 25 de marzo de 1996. Demanda de la Comisión (expe-
diente de fondo y eventuales reparaciones y costas, Tomo I, folio 17).
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96. Esta narración es consistente con la declaración testimonial del 
señor Arturo Peraza, rendida en la audiencia pública del presente caso 
(supra párr. 59.o).

97. Este Tribunal considera que las malas condiciones físicas y sa-
nitarias de los lugares de detención, así como la falta de luz y ventila-
ción adecuadas, pueden ser en sí mismas violatorias del artículo 5o. de la 
Convención Americana, dependiendo de la intensidad de las mismas, su 
duración y las características personales de quien las sufre, pues pueden 
causar sufrimientos de una intensidad que exceda el límite inevitable de 
sufrimiento que acarrea la detención, y porque conllevan sentimientos 
de humillación e inferioridad.

99. En el presente caso, ciertos internos del Retén del Catia no solo 
tenían que excretar en presencia de sus compañeros, sino que tenían que 
vivir entre excrementos, y hasta alimentarse en esas circunstancias. La 
Corte considera que ese tipo de condiciones carcelarias son completa-
mente inaceptables, constituyen un desprecio a la dignidad humana, un 
trato cruel, inhumano y degradante, un severo riesgo para la salud y la 
vida, y una rotunda violación del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención 
Americana.

100. Ni la Comisión Interamericana ni los representes indicaron que 
las víctimas individualizadas en el presente caso estuvieron detenidas 
en las celdas a las que se ha hecho referencia en el párrafo anterior. No 
obstante, la Corte entiende de los testimonios presentados ante sí (supra 
párr. 59) que las condiciones sanitarias de los pisos superiores del Retén 
de Catia si bien no llegaban a tal extremo, tampoco eran compatibles con 
los estándares mínimos de un trato digno. Tanto así que el propio Estado 
señaló que el Retén de Catia “representó para Venezuela por muchas dé-
cadas esa idea del mal, donde todo era posible, aquel lugar lúgubre donde 
la sociedad purga su miseria”, y todos “los que allí padecieron y lograron 
salir airosos […] son unos supervivientes”.42

42	 Alegatos finales orales del Estado, audiencia pública del 4 de Abril de 2006, supra 
párr. 26.
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iii) Atención médica

101. Entre los hechos aceptados por el Estado se cuenta que los ser-
vicios de asistencia médica a los cuales tenían acceso los internos del 
Retén de Catia no cumplían los estándares mínimos. Varios de los inter-
nos heridos a consecuencia de los sucesos ocurridos entre el 27 y el 29 
de noviembre de 1992 permanecieron sin atención médica y medicación 
adecuadas (supra párr. 60.21). Asimismo, los internos enfermos no eran 
debidamente tratados.

102. Este Tribunal ha señalado que la falta de atención médica ade-
cuada no satisface los requisitos materiales mínimos de un tratamiento 
digno conforme a la condición de ser humano en el sentido del artículo 
5o. de la Convención Americana.43 El Estado tiene el deber de propor-
cionar a los detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento 
adecuados cuando así se requiera. A su vez, el Estado debe permitir y 
facilitar que los detenidos sean atendidos por un facultativo elegido por 
ellos mismos o por quienes ejercen su representación o custodia legal.44 
Sin que esto signifique que existe una obligación de cumplir con todos 
los deseos y preferencias de la persona privada de libertad en cuanto a 
atención médica, sino con aquellas verdaderamente necesarias conforme 
a su situación real. La atención por parte de un médico que no tenga 
vínculos con las autoridades penitenciarias o de detención es una impor-
tante salvaguardia en contra de la tortura y malos tratos, físicos o men-
tales, de los prisioneros.45

103. La falta de atención médica adecuada podría considerarse en sí 
misma violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la Convención dependiendo de 
las circunstancias concretas de la persona en particular, el tipo de dolen-
cia que padece, el lapso transcurrido sin atención y sus efectos acumu-
lativos.

43		 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú, supra nota 29, párr. 226.
44		 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú, supra nota 29, párr. 227; Caso De 

la Cruz Flores, Sentencia del 18 de noviembre de 2004, Serie C, No. 115, párr. 122, y 
Caso Tibi, Sentencia del 7 de septiembre de 2004, Serie C, No. 114, párr. 157. En igual 
sentido, Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a 
Cualquier Forma de Detención o Prisión, Adoptado por la Asamblea General en su reso-
lución 43/173, del 9 de diciembre de 1988, Principio 24.

45	 Cfr. ECHR, Case of Mathew v. The Netherlands, supra nota 151, para. 187.
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104. En vista de todo lo anterior, y teniendo en cuenta el allanamiento 
efectuado por el Estado (supra párr. 26), la Corte considera que éste violó 
los derechos consagrados en los artículos 4.1 (Derecho a la Vida), y 5.1, 
5.2 y 5.4 (Derecho a la Integridad Personal) de la Convención Ameri-
cana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de las 37 
víctimas señaladas en el párrafo 60.26 de la presente Sentencia, por el 
uso desproporcionado de la fuerza que sufrieron, por las condiciones de 
detención a las que fueron sometidas durante el tiempo de reclusión en el 
Retén de Catia, y por la falta de clasificación entre procesados y conde-
nados. Asimismo, este Tribunal considera que el Estado violó el artículo 
5.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en per-
juicio de los familiares de las víctimas, quienes se encuentran individua-
lizados en el párrafo 60.26 de la presente Sentencia, por los sufrimientos 
que padecieron por el fallecimiento de sus seres queridos, que se vieron 
agravados por la falta de información de las autoridades estatales acerca 
de lo sucedido, y la denegación de justicia (supra párr. 60.36).

Garantías judiciales (artículo 8o.) y Protección judicial  
(artículo 25) en relación con la Obligación de respetar  
los derechos (artículo 1.1)

108. En el presente caso, el Estado reconoció que los hechos acaecidos 
en el Retén de Catia que se analizan en esta Sentencia no fueron debida-
mente investigados, que los cuerpos de seguridad involucrados en tales 
hechos han mostrado una falta de colaboración en las investigaciones, y 
que el proceso a sufrido una excesiva demora de más de 13 años. Asi-
mismo, reconoció que “para el momento en que ocurrieron los hechos, 
la legislación permitía que tribunales con competencias especiales como 
la militar conocieran de casos de violaciones de derechos humanos”, y 
que “al encontrarse las investigaciones en la etapa sumarial, el acceso al 
expediente por parte de [los familiares de] las víctimas estaba legalmente 
limitado”.

109. En virtud de lo anterior y tomando en cuenta el allanamiento 
efectuado por el Estado, el Tribunal considera que el Estado violó los 
artículos 8o. y 25 de la Convención Americana, en relación con el artícu-
lo 1.1 de la misma, en perjuicio de los familiares de las víctimas que se 
individualizan en el párrafo 60.26 de esta Sentencia.
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Deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2o.) 
(adecuación de la legislación interna a la Convención Americana)

111. Según fuera denunciado por la Comisión y los representantes, y 
aceptado por el Estado, Venezuela no compatibilizó su legislación nacio-
nal con la Convención Americana, al no suprimir las disposiciones que 
atribuían a los tribunales militares competencia para investigar violacio-
nes a derechos humanos, y por no haber desarrollado políticas tendientes 
a reformar el sistema penitenciario para profesionalizarlo, con el fin de 
garantizar la seguridad en dichos establecimientos.

112. Al respecto, el Tribunal nota y valora que el Estado haya realiza-
do esfuerzos orientados a subsanar esta omisión. En especial, el Estado 
señaló que

en la actualidad se están desarrollando [p]olíticas [p]úblicas en pro de 
mejorar la situación penitenciaria, destacando el Decreto de Emergencia 
Carcelaria, el Plan de Humanización de las Cárceles y la promoción y di-
vulgación a través de talleres de los [d]erechos [h]umanos de las personas 
privadas de libertad.

[…|

[E]n la actualidad con la entrada en vigencia de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela de 1999, […] las violaciones de de-
rechos humanos y los delitos de lesa humanidad […] serán investigados y 
juzgados por los tribunales ordinarios, lo que elimina toda posibilidad de 
ventilar en jurisdicciones especiales delitos de tal naturaleza, evidencian-
do de este modo el que el cambio legislativo solicitado por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos fue tomado en cuenta.

113. Sin embargo, esta Corte nota que los hechos del presente caso 
ocurrieron antes de los esfuerzos realizados por el Estado, por lo cual 
considera que éste incumplió con la obligación impuesta por el artículo 
2o. de la Convención Americana.
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B) Reparaciones

114. En el presente caso, el Estado se allanó completamente a las pre-
tensiones sobre reparaciones presentadas por la Comisión y por los re-
presentantes. En vista de ello, el Tribunal no considera oportuno resumir 
las pretensiones de las partes sino que pasa directamente a aplicarlas y a 
disponer las medidas tendientes a reparar los daños ocasionados.

Obligación de reparar (artículo 63.1 de la Convención) (considera-
ciones generales, restitutio in integrum, concepto de reparaciones)

115. De conformidad con el análisis realizado en los capítulos prece-
dentes, y a la luz del allanamiento pleno efectuado por el Estado (supra 
párr. 26), la Corte declaró que Venezuela es responsable por la violación 
de los derechos consagrados en los artículos 4o. y 5.1, 5.2, 5.4, 8.1 y 
25 de la Convención Americana, y por el incumplimiento de las obliga-
ciones que se derivan de los artículos 1.1 y 2o. del mismo instrumento 
internacional. La Corte ha establecido, en varias ocasiones, que toda vio-
lación de una obligación internacional que haya producido un daño com-
porta el deber de repararlo adecuadamente46 [...]

116. Tal como lo ha señalado la Corte, el artículo 63.1 de la Conven-
ción Americana refleja una norma consuetudinaria que constituye uno de 
los principios fundamentales del Derecho Internacional contemporáneo 
sobre la responsabilidad de los Estados. De esta manera, al producirse un 
hecho ilícito imputable a un Estado, surge de inmediato la responsabili-
dad internacional de éste por la violación de la norma internacional de 
que se trata, con el consecuente deber de reparación y de hacer cesar las 
consecuencias de la violación.47

117. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una obli-
gación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena restitu-
ción (restitutio in integrum), la cual consiste en el restablecimiento de la 

46		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 174; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 195, y Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 2, 
párr. 294.

47		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 175; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 196, y Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 2, 
párr. 295.
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situación anterior a la violación. De no ser esto posible, cabe al tribunal 
internacional determinar una serie de medidas para que, además de garan-
tizar el respeto de los derechos conculcados, se reparen las consecuencias 
que produjeron las infracciones y se establezca el pago de una indemni-
zación como compensación por los daños ocasionados.48 Es necesario 
añadir las medidas de carácter positivo que el Estado debe adoptar para 
asegurar que no se repitan hechos lesivos como los ocurridos en el pre-
sente caso.49 La obligación de reparar, que se regula en todos los aspectos 
(alcance, naturaleza, modalidades y determinación de los beneficiarios) 
por el Derecho Internacional, no puede ser modificada o incumplida por 
el Estado obligado, invocando disposiciones de su derecho interno.50

118. Las reparaciones, como el término lo indica, consisten en las 
medidas que tienden a hacer desaparecer los efectos de las violaciones 
cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño ocasionado en 
los planos tanto material como inmaterial. Las reparaciones no pueden 
implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento para la víctima o sus 
sucesores.51

A) Beneficiarios (parte lesionada)

119. En primer lugar, la Corte considera como “parte lesionada” a 
las 37 víctimas del presente caso (supra párr. 60.26) por la violación 
de sus derechos consagrados en los artículos 4o. (Derecho a la Vida) y 
5o. (Derecho a la Integridad Personal) de la Convención Americana, en 
relación con el artículo 1.1 (Obligación de Respetar los Derechos) de la 
misma. Asimismo, este Tribunal considera como “parte lesionada” a los 
familiares inmediatos de estas personas, individualizados en la presente 

48		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 176; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 197, y Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 2, 
párr. 296.

49		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 176; Caso López Álvarez, supra nota 
28, párr. 182, y Caso Blanco Romero y otros, supra nota 2, párr. 69.

50		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 175; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 197, y Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 2, 
párr. 296.

51	 	Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 177; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 198, y Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 2, 
párr. 297. 
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Sentencia (supra párr. 60.26), en su propio carácter de víctimas de la vio-
lación a los derechos consagrados en los artículos 5.1 (Derecho a la Inte-
gridad Personal), 8.1 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 (Obligación de 
Respetar los Derechos) de la misma.

120. Los familiares de las víctimas serán acreedores de las reparacio-
nes que el Tribunal fije por concepto de daño inmaterial y/o material, en 
su propio carácter de víctimas de las violaciones a la Convención decla-
radas, así como de aquellas reparaciones que fije la Corte en su carácter 
de derechohabientes de las 37 víctimas fallecidas.

121. En lo que se refiere a los familiares señalados en el párrafo 35 de 
la presente Sentencia, que no han aportado documentación oficial que 
acredite el parentesco, este Tribunal dispone que la compensación que 
les corresponde en su propio carácter de víctimas y en su carácter de de-
rechohabientes se les entregará directamente luego de que se presenten 
ante las autoridades competentes del Estado, y aporten la información 
oficial necesaria para su identificación y comprobación de parentesco.

122. La distribución de las indemnizaciones entre los familiares de las 
personas privadas de la vida, por concepto del daño material e inmaterial 
correspondiente a dichas personas, se hará de la siguiente manera:

a) el cincuenta por ciento (50%) de la indemnización se reparti-
rá por partes iguales entre los hijos de la víctima y el restan-
te cincuenta por ciento (50%) de la indemnización deberá ser 
entregado a quien fuera cónyuge o compañera permanente de 
la víctima, al momento de la privación de la vida de ésta. En 
caso de las víctimas que sólo tuvieren cónyuge o compañera 
permanente, o sólo tuvieren hijos, se entregará la totalidad de las 
indemnizaciones a éstos, y

b) en el caso de víctimas que no tuvieren hijos ni cónyuge o compa-
ñera permanente, la indemnización se entregará en su totalidad 
a los padres de la víctima. Si uno de ellos ha muerto, la parte 
que le corresponde acrecerá a la del otro. Si ambos padres han 
muerto, la indemnización se repartirá en partes iguales entre los 
hermanos de la víctima.
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123. En el caso del señor José León Ayala Gualdrón, los representan-
tes solicitaron indemnizaciones a favor de su sobrina Yelitza Figueroa. El 
Estado se allanó a estas pretensiones (supra párr. 26), por lo que a efectos 
de la presente Sentencia se la considerará en la misma categoría que los 
hermanos de las víctima (infra párr. 134)

124. En el caso de los familiares acreedores de las indemnizaciones 
que se establecen en la presente Sentencia que fallezcan antes de que les 
sea entregada la indemnización respectiva, el monto que les correspon-
diera se repartirá conforme a derecho interno.52

125. Finalmente, en cuanto a los familiares no identificados de las per-
sonas declaradas víctimas (supra párr. 33), así como en el caso de otras 
personas que se vieron afectadas por los hechos analizados en la presente 
Sentencia (supra párr. 60.18), el Tribunal no procederá a otorgar repara-
ciones materiales a su favor, por cuanto no han sido declaradas víctimas 
en este caso. Sin embargo, el Tribunal recalca que la determinación de 
violaciones en su perjuicio y las reparaciones correspondientes en esta 
instancia internacional no obstaculiza ni precluye la posibilidad de esas 
personas de plantear los reclamos pertinentes ante las autoridades nacio-
nales.53

B) Daño material (concepto)

126.La Corte se referirá en este acápite al daño material, el cual supo-
ne la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos efec-
tuados con motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecunia-
rio que tengan un nexo causal con los hechos del caso sub judice, para lo 
cual, cuando corresponde, el Tribunal fija un monto indemnizatorio que 
busque compensar las consecuencias patrimoniales de las violaciones 
que han sido declaradas en la presente Sentencia,54 tomando en cuenta el 
allanamiento realizado por el Estado, las circunstancias del caso, la prue-
ba ofrecida, la jurisprudencia del Tribunal y los alegatos de las partes.

52		 Cfr. Caso López Álvarez, supra nota 28, párr. 203, y Caso Gómez Palomino, Sen-
tencia del 22 de noviembre de 2005, Serie C, No. 136, párr. 123

53		 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 5, párr. 250.
54		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 183; Caso Acevedo Jaramillo y 

otros, supra nota 2, párr. 301, y Caso López Álvarez, supra nota 28, párr. 192.
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a) Pérdida de ingresos

127. Los montos que los representantes reclaman como indemniza-
torios por concepto de pérdida de ingresos, a los que el Estado se alla-
nó, fueron calculados en base al salario mínimo anual venezolano, co-
rrespondiente a US $2.260,46 (dos mil doscientos sesenta dólares de los 
Estados Unidos de América y cuarenta y seis centavos),55 la edad de la 
víctima y los años que le faltaban para llegar al promedio de la esperan-
za de vida en Venezuela, que es de 73.6 años.56 De esa suma se descontó 
un porcentaje (25%) por los gastos que hubieren tenido el carácter de 
personales. El Tribunal estima oportuno utilizar la misma fórmula para 
calcular el monto correspondiente por pérdida de ingresos para cada una 
de las víctimas que no estuvieron representadas, y sobre las cuales los 
representantes no presentaron ningún cálculo. En lo que respecta a los se-
ñores Carlos Enrique Serrano y José Durán Hernández Daza la Corte no 
cuenta con prueba que señale la edad que tenían al momento de su muerte 
(supra párr. 60.26.5 y 60.26.20), por lo que fija en equidad la cantidad de 
US$ 60.000,00 (sesenta mil dólares de los Estados Unidos de América). 
Consecuentemente, la Corte fija como indemnización por concepto de 
pérdida de ingresos las cantidades que se detallan a continuación [sigue 
cuadro].

128. Dichas cantidades serán repartidas entre los familiares de las víc-
timas conforme al párrafo 122 de la presente Sentencia.

b) Daño emergente

129. Asimismo, conforme fuera argumentado por los representantes 
y la Comisión, y aceptado por el Estado, los familiares de las víctimas 
realizaron una serie de gastos para ubicar a las víctimas, conseguir in-
formación acerca de la forma en fueron asesinadas, y obtener justicia 
en el presente caso. Ni la Comisión ni los representantes señalaron un 
monto por tales gastos, por lo que la Corte fija en equidad la cantidad de 
US $1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de América) por cada 

55	 Cfr. Decreto 3.628 publicado en la Gaceta Oficial No. 38.174 del 27 de abril de 
2005. Ver en: http://www.tsj.gov.ve/gaceta/Abril/270405/270405-38174-23.html. 

56	 Cfr. Informe de Desarrollo Humano 2004, elaborado por el programa de las Nacio-
nes Unidas para el Desarrollo (PNUD).
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familia de las 37 víctimas ejecutadas. Dicha cantidad se repartirá entre 
los familiares de las víctimas conforme al párrafo 122 de la presente 
Sentencia.

C) Daño inmaterial (concepto, elementos)

130. El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las 
aflicciones causados a la víctima directa y a sus allegados, el menoscabo 
de valores muy significativos para las personas, así como las alteracio-
nes, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la víc-
tima o su familia. Dado que no es posible asignar al daño inmaterial un 
equivalente monetario preciso, sólo puede ser objeto de compensación, 
para los fines de la reparación integral a la víctima, mediante el pago de 
una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables en 
dinero, que el Tribunal determine en aplicación razonable del arbitrio 
judicial y en términos de equidad, así como mediante la realización de 
actos u obras de alcance o repercusión públicos, que tengan como efec-
to el reconocimiento de la dignidad de la víctima y evitar que vuelvan 
a ocurrir violaciones a los derechos humanos57. El primer aspecto de la 
reparación del daño inmaterial se analizará en esta sección y el segundo 
en la sección D) de este capítulo.

131. La jurisprudencia internacional ha establecido reiteradamente que 
la sentencia constituye per se una forma de reparación58. No obstante, por 
las circunstancias del caso sub judice, los sufrimientos que los hechos 
han causado a las víctimas y a sus familiares, el cambio en sus condicio-
nes de existencia y las demás consecuencias de orden no pecuniario que 
sufrieron, la Corte estima pertinente determinar el pago de una compen-
sación, fijada equitativamente, por concepto de daños inmateriales.

132. Teniendo en cuenta los distintos aspectos del daño aducidos por 
la Comisión y los representantes, la Corte fija en equidad el valor de las 

57	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 188; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 219, y Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 2, 
párr. 297.

58		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 189; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 220, y Caso Acevedo Jaramillo y otros, supra nota 2, 
párr. 309.
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compensaciones por daño inmaterial de conformidad con los siguientes 
parámetros:

a) en cuanto a los internos del “Retén de Catia”, la Corte toma en 
cuenta las condiciones a las que las víctimas estuvieron sometidas duran-
te el tiempo de reclusión en dicho establecimiento; y los hechos de uso 
de la fuerza desproporcionada del que fueron víctimas mortales;

b) en lo que se refiere a los familiares de los internos, teniendo en 
cuenta el allanamiento efectuado por el Estado, este Tribunal considerará 
la denegación de justicia que han padecido durante más de trece años, la 
falta de información inicial respecto a la ubicación de los restos mortales 
de sus familiares, y el mismo impacto de la pérdida. Asimismo, la Cor-
te reitera que el sufrimiento ocasionado a la víctima “se extiende a los 
miembros más íntimos de la familia, en especial aquellos que estuvieron 
en contacto afectivo estrecho” con ella.59

133. Considerando los distintos aspectos del daño inmaterial ocasio-
nado, la Corte fija en equidad el valor de las compensaciones por dicho 
concepto en los siguientes términos:

a) por cada una de las 37 víctimas ejecutadas, la Corte fija la cantidad 
de US$ 75.000,00 (setenta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América).

b) para los familiares inmediatos de las víctimas, la Corte considera 
que el daño correspondiente debe ser indemnizado mediante el pago de 
las sumas que se indican a continuación:

i) US $25.000,00 (veinte y cinco mil dólares de los Estados Unidos de 
América) en el caso del padre, madre, cónyuge o compañera permanen-
te, y de cada hijo e hija de las víctimas;

ii) US $1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de América) en el 
caso de cada hermana o hermano de las víctimas.

59	 	Cfr. Caso Pueblo Bello, supra nota 5, párr. 257; Caso de las Hermanas Serrano 
Cruz, supra nota 5, párr. 159; Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, Sentencia del 8 
de julio de 2004, Serie C, No. 110, párr. 218, y Caso 19 Comerciantes, Sentencia del 5 de 
julio de 2004, Serie C, No. 109, párr. 249.
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134. Consecuentemente, la Corte fija como indemnización por con-
cepto de daño inmaterial las cantidades que se detallan a continuación 
[sigue cuadro]

135. La compensación determinada en el párrafo anterior a favor de 
las víctimas será entregada de conformidad con el párrafo 122 de la pre-
sente Sentencia, y la compensación determinada a favor de los familiares 
será entregada directamente a cada beneficiario.

D) Otras formas de reparación

Medidas de satisfacción y garantías de no repetición

136. En este apartado el Tribunal determinará aquellas medidas de sa-
tisfacción que buscan reparar el daño inmaterial, que no tienen alcance 
pecuniario, así como también dispondrá medidas de alcance o repercu-
sión pública.60

a) Obligación de investigar los hechos que generaron  
las violaciones del presente caso e identificar, juzgar  
y sancionar a los responsables (impunidad,  
obligación del Estado de combatirla)

137. El Tribunal ha establecido que prevalece después de trece años la 
impunidad respecto de los hechos del presente caso. La Corte ha definido 
la impunidad como la falta en su conjunto de investigación, persecución, 
captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones 
de los derechos protegidos por la Convención Americana.61 El Estado 
está obligado a combatir esta situación por todos los medios disponibles, 
ya que ésta propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos 
humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares.62

60		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 193; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 228, y Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 
5, párr. 264.

61		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 195; Caso de Blanco Romero y otros, 
supra nota 2, párr. 94, y Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 7, párr. 237.

62	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 195; Caso de la Masacre de Pueblo 
Bello, supra nota 5, párr. 266, y  Caso de Blanco Romero y otros, supra nota 2, párr. 94
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138. En tal sentido, el Estado debe remover, en un plazo razonable, 
todos los obstáculos y mecanismos de hecho y derecho que mantienen la 
impunidad en el presente caso; otorgar garantías de seguridad suficientes 
a las autoridades judiciales, fiscales, testigos, operadores de justicia y a 
las víctimas, y utilizar todas las medidas a su alcance para diligenciar el 
proceso,63 con el fin de identificar, juzgar y sancionar a los responsables 
de los hechos de violencia y atender situaciones de emergencia en el 
Retén; del uso excesivo de la fuerza, y de la ejecución extrajudicial de 
varios internos.

139. El Estado debe asegurar que los familiares de las víctimas tengan 
el pleno acceso y capacidad de actuar en todas las etapas e instancias de 
dichas investigaciones, de acuerdo con la ley interna y las normas de la 
Convención Americana.64 Los resultados de las investigaciones deberán 
ser públicamente divulgados por el Estado, de manera tal que la sociedad 
venezolana pueda conocer la verdad acerca de los hechos del presente 
caso.65

140. Los referidos procedimientos, además, deberán tomar expresa-
mente en cuenta, entre otras normas técnicas, las normas establecidas en 
el Manual de Naciones Unidas sobre la Prevención e Investigación Efica-
ces de Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias y Sumarias.66

141. Además, como la Corte lo ha señalado en su jurisprudencia cons-
tante,67 ninguna ley ni disposición de derecho interno —incluyendo leyes 

63	 Cfr. Caso de la Masacre de Pueblo Bello,  supra nota 5, párr. 268; Caso de la Ma-
sacre de Mapiripán, supra nota 7, párr. 299; Caso de la Comunidad Moiwana, supra nota 
4, párr. 207. 

64	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 199; Caso de Blanco Romero y 
otros, supra nota 2, párr. 97.

65	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 199; Caso de la Masacre de Pueblo 
Bello, supra nota 5, párr. 267, y Caso de Blanco Romero y otros, supra nota 2, párr. 97

66	 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana, supra nota 4, párr. 208; Manual de Naciones 
Unidas sobre la Prevención e Investigación Eficaces de Ejecuciones Extralegales, Arbi-
trarias y Sumarias. U.N. Doc. E/ST/CSDHA/.12 (1991). 

67	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 201; Caso de Blanco Romero y otros, 
supra nota 2  párr. 98; Caso Gómez Palomino vs. Perú, supra nota 52, párr. 140; y Caso 
de la Masacre de Mapiripán, supra nota 7, párr. 304. Caso de la Comunidad Moiwana, 
supra nota 4, párr. 206; Caso de las Hermanas Serrano Cruz, supra nota 5, párr. 172; 
Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, supra nota 59, párr. 175; Caso 19 Comercian-
tes, supra nota 59, párr. 175, párr. 262; Caso Molina Theissen. Reparaciones, Sentencia 
del 3 de julio de 2004, Serie C, No. 108, párrs. 83 a 84; Caso Myrna Mack Chang, Sen-
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de amnistía y plazos de prescripción— puede impedir a un Estado cum-
plir la orden de la Corte de investigar y sancionar a los responsables de 
graves violaciones de derechos humanos. En particular, las disposiciones 
de amnistía, las reglas de prescripción y el establecimiento de excluyen-
tes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción 
de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos 
son inadmisibles, ya que dichas violaciones contravienen derechos in-
derogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos.

b) Ubicación y entrega de los cuerpos de José León Ayala  
Gualdrón y Edgar José Peña Marín a sus familiares

142. Los familiares de José León Ayala Gualdrón y Edgar José Peña 
Marín no han recibido los cuerpos de éstos, por lo que este Tribunal dis-
pone que el Estado debe realizar inmediatamente todas las actuaciones 
necesarias y adecuadas para garantizar de manera efectiva la entrega, en 
un plazo razonable, de los cuerpos de las dos víctimas a sus familiares, 
permitiéndoles así darles la sepultura que ellos desean de acuerdo con sus 
creencias. El Estado deberá cubrir todos los gastos de entrega de los cuer-
pos de las dos víctimas a sus familiares así como los gastos de entierro en 
los que ellos puedan incurrir.

c) Adoptar medidas de carácter legislativo, político,  
administrativo y económico

143. El Estado debe prevenir la recurrencia de violaciones a los dere-
chos humanos como las ocurridas y, por eso, adoptar todas las medidas 
legales, administrativas y de otra índole que fueran necesarias para evitar 
que hechos similares vuelvan a ocurrir en el futuro, en cumplimiento de 
sus deberes de prevención y garantía de los derechos fundamentales re-
conocidos por la Convención Americana.

tencia del 25 de noviembre de 2003, Serie C, No. 101, párrs. 276 a 277; Caso Bulacio, 
Sentencia del 18 de septiembre de 2003, Serie C, No. 100, párr. 116; Caso del Caracazo. 
Reparaciones, supra nota 133, párr. 119, y Caso Trujillo Oroza. Reparaciones, Sentencia 
del 27 de febrero de 2002, Serie C, No. 92, párr. 106.
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144. En especial el Estado debe adecuar, en un plazo razonable, su 
legislación interna a la Convención Americana, de tal suerte que a) in-
corpore adecuadamente los estándares internacionales sobre uso de la 
fuerza por los funcionarios encargados de aplicar la ley, dichos estánda-
res deberán contener las especificaciones señaladas en el párrafo 75 de la 
presente Sentencia; b) ponga en funcionamiento un cuerpo de vigilancia 
penitenciaria eminentemente de carácter civil; c) garantice un procedi-
miento o mecanismo eficaz, ante un organismo competente, imparcial 
e independiente, para la verificación e investigación de las quejas que 
sobre violaciones de los derechos humanos presenten las personas priva-
das de libertad, en particular sobre la legalidad del uso de la fuerza letal 
ejercida por agentes estatales; d) garantice que las investigaciones por 
hechos constitutivos de violaciones de derechos humanos sean adelanta-
das por fiscales y jueces ordinarios y no por fiscales y jueces militares.

d) Adecuación de las condiciones carcelarias a los estándares 
internacionales

145. Como lo ha dispuesto la Corte en otros casos68 y a título de ga-
rantía de no repetición, el Estado debe adoptar, dentro de un plazo razo-
nable, las medidas necesarias para que las condiciones de las cárceles se 
adecuen a los estándares internacionales relativos a esta materia.

146. En particular, el Estado debe asegurar que toda persona privada 
de su libertad viva en condiciones compatibles con su dignidad humana, 
entre las que se encuentren, inter alia: a) un espacio lo suficientemente 
amplio para pasar la noche; b) celdas ventiladas y con acceso a luz natu-
ral; c) acceso a sanitarios y duchas limpias y con suficiente privacidad; 
d) alimentación y atención en salud adecuadas, oportunas y suficientes, y 
e) acceso a medidas educativas, laborales y de cualquier otra índole esen-
ciales para la reforma y readaptación social de los internos.

 

68	 Cfr. Caso Raxcacó Reyes, supra nota 29, párr. 134; Caso Fermín Ramírez, supra 
nota 29, párr. 130; Caso Caesar, Sentencia del 11 de marzo 2005, Serie C, No. 123, 
párr. 134, y Caso Lori Berenson Mejía, Sentencia del 25 de noviembre de 2004, Serie C, 
No. 119, párr. 241. 
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e) Medidas educativas

147. Como quedó establecido en los párrafos 60.16, 60.19, 60.20 y 
72 a 74 de esta Sentencia, los agentes estatales hicieron un uso despro-
porcionado de la fuerza que trajo varias víctimas mortales. Asimismo, 
la Corte indicó que para garantizar adecuadamente el derecho a la vida, 
los miembros de los cuerpos de seguridad deben recibir entrenamiento y 
capacitación adecuados.

148. En consecuencia, esta Corte reitera a Venezuela lo ordenado en 
un caso anterior,69 en el sentido que:

El Estado debe adoptar todas las providencias […] tendientes a formar y 
capacitar a todos los miembros de sus cuerpos armados y de sus organis-
mos de seguridad sobre los principios y normas de protección de los dere-
chos humanos y sobre los límites a los que debe estar sometido, aun bajo 
los estados de excepción, el uso de las armas por parte de los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley. No se pueden invocar pretextos de 
mantenimiento de seguridad pública para violar el derecho a la vida. Debe, 
asimismo, el Estado, ajustar los planes operativos tendientes a encarar las 
perturbaciones del orden público a las exigencias del respeto y protección 
de tales derechos, adoptando, al efecto, entre otras medidas, las orientadas 
a controlar la actuación de todos los miembros de los cuerpos de seguridad 
en el terreno mismo de los hechos para evitar que se produzcan excesos. Y 
debe finalmente, el Estado garantizar que, de ser necesario emplear medios 
físicos para enfrentar las situaciones de perturbación del orden público, los 
miembros de sus cuerpos armados y de sus organismos de seguridad utili-
zarán únicamente los que sean indispensables para controlar esas situacio-
nes de manera racional y proporcionada, y con respeto a los derechos a la 
vida y a la integridad personal.

149. De igual forma, la Corte considera oportuno que el Estado diseñe 
e implemente un programa de capacitación sobre derechos humanos y 
estándares internacionales en materia de personas privadas de la libertad, 
dirigido a agentes policiales y penitenciarios.

69	 Cfr. Caso del Caracazo. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre De-
rechos Humanos), supra nota 133.
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f) Acto público de reconocimiento de responsabilidad  
(características)

150. La Corte valora el acto público efectuado por Venezuela en la au-
diencia celebrada en el presente caso (supra párr. 42 ). No obstante, dado 
que no todos los familiares de las víctimas estuvieron presentes en dicha 
audiencia, considerando que el acto público de reconocimiento es una 
garantía de no repetición y debe ser conocido por la sociedad venezolana, 
y teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos, la Corte dispone que el 
Estado debe realizar un acto público de reconocimiento de su responsa-
bilidad internacional y pedir una disculpa pública a los familiares de las 
víctimas por los hechos violatorios a los derechos humanos establecidos 
en la presente Sentencia. Este acto deberá realizarse en presencia de los 
familiares de las víctimas y con la participación de miembros de las más 
altas autoridades del Estado. Deberá celebrarse dentro de un plazo de seis 
meses contados a partir de la notificación de la presente Sentencia.

g) Publicación de la sentencia

151. Como lo ha dispuesto en otros casos, como medida de satisfac-
ción70, el Estado deberá publicar en el Diario Oficial y en otro diario de 
amplia circulación nacional, por una sola vez, el capítulo relativo a los 
hechos establecidos de esta Sentencia, sin las notas al pie de página, y la 
parte resolutiva de la misma. Para estas publicaciones se fija el plazo de 
seis meses, a partir de la notificación de la presente Sentencia.

E) Costas y gastos

152. Las costas y gastos están comprendidos dentro del concepto de 
reparación consagrado en el artículo 63.1 de la Convención Americana, 
puesto que la actividad desplegada por las víctimas con el fin de obtener 
justicia, tanto a nivel nacional como internacional, implica erogaciones 
que deben ser compensadas cuando la responsabilidad internacional del 

70	 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 194; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 236, y Caso Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú. , su-
pra nota 2, párr. 313. 



Caso montero aranguren y otros (retén de catia). venezuela 487

Estado es declarada mediante una sentencia condenatoria. En cuanto a su 
reembolso, corresponde al Tribunal apreciar prudentemente su alcance, 
el cual comprende los gastos generados ante las autoridades de la juris-
dicción interna, así como los generados en el curso del proceso ante el 
sistema interamericano, teniendo en cuenta las circunstancias del caso 
concreto y la naturaleza de la jurisdicción internacional de la protección 
de los derechos humanos. Esta apreciación puede ser realizada con base 
en el principio de equidad y tomando en cuenta los gastos señalados por 
las partes, siempre que su quantum sea razonable.71

153. En el presente caso, el Tribunal nota que varios familiares de las 
víctimas no han sido identificados. En razón de lo anterior, no es posible 
asignar una compensación por concepto de costas y gastos directamen-
te a los familiares de las víctimas, para que éstas la distribuyeran entre 
quienes les hayan brindado asistencia legal, como ha sido la práctica de 
este Tribunal en algunos casos recientes,72 por lo que estima equitativo 
ordenar al Estado que reintegre la cantidad de US $20.000,00 (veinte mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda 
venezolana, a COFAVIC por concepto de costas y gastos en que incu-
rrieron en el ámbito interno y en el proceso internacional ante el sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos; y la cantidad de 
US $10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) o 
su equivalente en moneda venezolana a CEJIL por concepto de costas y 
gastos en que incurrieron en el proceso internacional. Dichas cantidades 
deberán ser entregadas directamente a las citadas organizaciones.

Modalidad de cumplimiento (moneda, indemnizaciones  
no son gravables, mora)

154. El Estado deberá efectuar el pago de las indemnizaciones por 
concepto de daño material e inmaterial, así como el reintegro de costas y 
gastos dentro del plazo de un año contado a partir de la notificación de la 

71		 Cfr. Caso Baldeón García, supra nota 2, párr. 208; Caso Comunidad indígena 
Sawhoyamaxa, supra nota 7, párr. 237, y Caso Acevedo Jaramillo y otros vs. Perú, supra 
nota 2, párr. 315. 

72		 Cfr. Caso de la Masacre de Mapiripán, supra nota 7, párr. 325; Caso Yatama, Sen-
tencia del 23 de junio de 2005, Serie C, No. 127, párr. 265, y Caso Carpio Nicolle y otros, 
Sentencia del 22 de noviembre de 2004, Serie C, No. 117, párr. 145.
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presente Sentencia. En cuanto al acto público de reconocimiento de res-
ponsabilidad (supra párr. 150) y a la publicación de la presente Sentencia 
(supra párr. 151), el Estado cuenta con un plazo de seis meses, contado 
a partir de la notificación de la Sentencia, para cumplir con lo ordenado. 
En el caso de las otras reparaciones ordenadas, deberá cumplirlas en un 
plazo razonable (supra párrs. 137 a 149).

155. Si por causas atribuibles a los beneficiarios de las indemnizacio-
nes no fuese posible que éstos las reciban dentro del plazo indicado en el 
párrafo anterior, el Estado consignará dichos montos a favor de los bene-
ficiarios en una cuenta o certificado de depósito en una institución finan-
ciera venezolana solvente, en dólares estadounidenses y en las condicio-
nes financieras más favorables que permitan la legislación y la práctica 
bancaria. Si al cabo de diez años la indemnización no ha sido reclamada, 
las cantidades serán devueltas al Estado con los intereses devengados.

156. El Estado puede cumplir sus obligaciones mediante el pago en 
dólares de los Estados Unidos de América o en una cantidad equivalente 
en moneda venezolana, utilizando para el cálculo respectivo el tipo de 
cambio entre ambas monedas que esté vigente en la plaza de Nueva York, 
Estados Unidos de América, el día anterior al pago.

157. Las cantidades asignadas en la presente Sentencia bajo los con-
ceptos de indemnizaciones por daño material e inmaterial y por reintegro 
de costas y gastos, no podrán ser afectados o condicionados por motivos 
fiscales actuales o futuros. Por ende, deberán ser entregados a los benefi-
ciarios en forma íntegra conforme a lo establecido en esta Sentencia.

158. En caso de que el Estado incurriera en mora, deberá pagar un 
interés sobre la cantidad adeudada, correspondiente al interés bancario 
moratorio en Venezuela.

159. Conforme a su práctica constante, la Corte se reserva la facultad 
inherente a sus atribuciones y derivada, asimismo, del artículo 65 de la 
Convención Americana, de supervisar el cumplimiento íntegro de la pre-
sente Sentencia. El caso se dará por concluido una vez que el Estado haya 
dado cabal cumplimiento a lo dispuesto en el presente Fallo. Dentro del 
plazo de un año, contado a partir de la notificación de esta Sentencia, Ve-
nezuela deberá rendir a la Corte un informe sobre las medidas adoptadas 
para dar cumplimiento a la misma.




